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PANDILLA. SI ENTRE LOS INTERVINIENTES DEL DELITO, UNO COMETE ÚNICAMENTE EL 
DE ENCUBRIMIENTO POR RECEPTACIÓN AL HABER POSEÍDO PRODUCTOS ROBADOS Y 
ESA POSESIÓN LA TENÍA EN CONJUNTO CON OTROS SUJETOS QUE INTERVINIERON EN 
EL APODERAMIENTO DE ESOS MISMOS PRODUCTOS, ELLO ACTUALIZA AQUELLA 
CALIFICATIVA RESPECTO DEL SUJETO ENCUBRIDOR. 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la calificativa de pandilla, prevista en 
el artículo 252 del Código Penal para el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), tiene una 
naturaleza funcional, es decir, se trata de un dispositivo móvil, no vinculado en abstracto con tipo 
penal alguno, de manera que puede ser conectado con las figuras delictivas del Código Penal, 
siempre que haya compatibilidad con la estructura típica de aquéllas, produciéndose así el 
fenómeno jurídico, en el que, a la sanción principal del delito en cuestión, se sobrepone la sanción 
accesoria de dicha agravante. En ese sentido, si entre los intervinientes del delito, uno comete 
únicamente el de encubrimiento por receptación al haber poseído productos robados y esa 
posesión la tenía en conjunto con otros sujetos que intervinieron en el apoderamiento de esos 
mismos productos, a quienes no se les puede sancionar por el encubrimiento sino sólo por este 
último ilícito, a fin de no transgredir el principio non bis in idem, ello no impide la actualización de la 
pandilla respecto del sujeto encubridor. Es así, porque la secuela continua de acontecimientos en 
la que se cometieron ambos delitos -robo y encubrimiento por receptación- sobre el mismo objeto 
material, con la intervención directa de más de tres sujetos, permite la subsistencia de dicha 
circunstancia agravante para ambos ilícitos, sin importar que a unos se les sancione por un delito y 
a otros por el otro pues, en todo momento, persiste la plurisubjetividad requerida por el dispositivo 
legal en comento. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 325/2016. 8 de diciembre de 2016. Mayoría de votos. Disidente: Emma Meza 
Fonseca. Ponente: Héctor Gabriel Espinosa Guzmán, secretario de tribunal autorizado por el 
Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, con fundamento 
en el artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: 
José Trejo Martínez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA INVESTIGACIÓN DE LOS HECHOS 
DENUNCIADOS EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL 
ACUSATORIO. AL NO ESTABLECERSE EXPRESAMENTE EN EL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES NI EN ALGUNA OTRA DISPOSICIÓN APLICABLE, EL 
RECURSO O MEDIO DE IMPUGNACIÓN QUE DEBE INTERPONERSE EN SU CONTRA, LA 
VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO NO ESTÁ OBLIGADO A AGOTAR EL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD, PREVIO A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO. 
 
El artículo 109, fracción XXI, del Código Nacional de Procedimientos Penales establece que la 
víctima u ofendido del delito tiene derecho a impugnar por sí o por medio de su representante, las 
omisiones o negligencia que cometa el Ministerio Público en el desempeño de sus funciones de 
investigación, en los términos previstos en el propio código y en las demás disposiciones 
aplicables; sin embargo, dicho código no establece expresamente el recurso o medio de 
impugnación que procede, y que como derecho prevé el precepto, ni tampoco se señala en alguna 
ley diversa aplicable al caso concreto, es decir, no se encuentra previsto en las demás 
disposiciones legales aplicables, ya que si bien es cierto que el artículo 258 del referido código 
regula un recurso a través del cual el denunciante o querellante puede ocasionar la revocación de 
las determinaciones del Ministerio Público y que, en los términos expuestos, constituye un 
auténtico "recurso" en sentido procesal; también lo es que dicho numeral es inaplicable al caso de 
las omisiones del Ministerio Público, en virtud de que no se está ante una determinación por parte 
del Ministerio Público, sino frente a una omisión de éste de realizar las investigaciones. Además, si 
bien el artículo 3 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, establece el recurso de inconformidad, lo cierto es que de éste 
debe conocer un superior, y no el Juez, y en contra de figuras distintas a la omisión del Ministerio 
Público (determinaciones), como son, entre otras, el no ejercicio y la reserva; de ahí que no pueda 
decirse que en esos numerales se prevé el recurso a que se refiere el artículo 109, fracción XXI. 
Luego, si no está establecido expresamente en dicho código adjetivo ni en alguna otra disposición 
aplicable, el recurso o medio de impugnación que debe interponerse contra las omisiones del 
Ministerio Público en la investigación de los hechos denunciados en la carpeta de investigación en 
el sistema de justicia penal acusatorio -que como derecho se establece en el numeral y fracción 
indicados-, tampoco puede exigirse a la víctima u ofendido del delito que, previamente a la 
promoción del juicio de amparo, agote el principio de definitividad, pues ni siquiera sabe el recurso 
que debe hacer valer y, por lo mismo, es ilegal que el Juez de amparo le deseche de plano su 
demanda. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 142/2016. 29 de diciembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza Fonseca. 
Secretario: J. Trinidad Vergara Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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DECLARATORIA DE SUSTRACCIÓN A LA ACCIÓN DE LA JUSTICIA EN EL NUEVO SISTEMA 
DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. PARA DECRETARLA, CONFORME AL PÁRRAFO 
CUARTO DEL ARTÍCULO 141 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, 
NECESARIAMENTE DEBIÓ FORMULARSE IMPUTACIÓN. 
 
Conforme al precepto y párrafo mencionados, la autoridad judicial declarará sustraído a la acción 
de la justicia al imputado que, sin causa justificada: 1) no comparezca a una citación judicial; 2) se 
fugue del establecimiento o lugar donde esté detenido; o, 3) se ausente de su domicilio sin aviso, 
teniendo la obligación de darlo. Ahora bien, de la interpretación teleológica de dicha porción 
normativa se tiene que el primer supuesto es distinto del incumplimiento a la citación contenida en 
la fracción I del propio numeral, que tiene como finalidad la comparecencia del imputado a la 
audiencia inicial, porque se refiere a cualquier otra citación posterior; es decir, cuando el imputado 
ya tuvo contacto con el Juez de control, por lo menos, en la audiencia de formulación de la 
imputación. Se estima así, porque los siguientes supuestos -2) se fugue del establecimiento o lugar 
donde esté detenido; o, 3) se ausente de su domicilio sin aviso, teniendo la obligación de darlo-, 
implican un deber adquirido por el imputado de permanecer en determinado lugar o proporcionar 
su domicilio; es decir, se entiende que en los tres casos ya se sometió al imperio del órgano 
jurisdiccional y, por tanto, tiene esas obligaciones; en consecuencia, para declarar a un imputado 
sustraído a la acción de la justicia en el proceso penal acusatorio y oral, es necesario que el 
citatorio que incumpla injustificadamente no sea el previsto en la fracción I del artículo citado. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 219/2016. 8 de diciembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Lilia Mónica 
López Benítez. Secretaria: Sindy Ortiz Castillo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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RECURSO DE APELACIÓN PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA EN 
EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EL RESPETO A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DEL SENTENCIADO, OBLIGA AL TRIBUNAL DE ALZADA DEL 
CONOCIMIENTO A ESTUDIAR DE OFICIO LA DEMOSTRACIÓN DE LOS ELEMENTOS DEL 
DELITO, LA RESPONSABILIDAD PENAL Y LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA, PARA 
CONSTATAR SI EXISTE VIOLACIÓN O NO A AQUÉLLOS, AUNQUE NO SE HUBIERA 
ALEGADO EN LOS AGRAVIOS (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 457, 
461 Y 481 CON EL DIVERSO 2o. DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES). 
Los artículos 457, 461 y 481 del código señalado no deben constituir una limitante de los derechos 
humanos de defensa, audiencia y debido proceso, contenidos en los artículos 14 y 20 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que aunque dan pauta para 
considerar a la alzada de estricto derecho o litis cerrada, deben interpretarse sistemáticamente con 
el artículo 2o. del citado cuerpo de leyes, el cual menciona que dicho código tiene por objeto 
establecer las normas que han de observarse en la investigación, el procesamiento y la sanción de 
los delitos, para esclarecer los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede 
impune y que se repare el daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación 
del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de la comisión del delito, en un marco de 
respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea Parte. Consecuentemente, el respeto a los derechos 
fundamentales de las personas, obliga al tribunal de alzada que conozca del recurso de apelación 
promovido contra la sentencia definitiva dictada en el sistema procesal penal acusatorio y oral, a 
realizar el estudio oficioso de los temas fundamentales, como la demostración de los elementos del 
delito, la responsabilidad penal del acusado y la individualización de la pena, para constatar si 
existe o no violación en esos temas, aun cuando el sentenciado no lo hubiere alegado en sus 
agravios, toda vez que la suplencia de la queja deficiente se contiene implícitamente en el referido 
artículo 20, apartado A, fracción V y en el diverso 21 constitucionales, en el sentido de que la 
acción penal y la carga de ésta corresponden al Ministerio Público, pues sólo de ese modo, esto 
es, examinando exhaustivamente el actuar del Juez de control o del Tribunal de Enjuiciamiento, 
según el caso, estaría en aptitud de constatar la existencia o inexistencia de violaciones a derechos 
fundamentales del sentenciado. No obstante lo anterior, debe precisarse que si los agravios en el 
recurso de apelación son infundados y no se advierte deficiencia alguna en el juicio o en la 
sentencia que deba ser reparada de oficio, por economía procesal, el tribunal de alzada cumplirá 
con las exigencias constitucionales con contestar los agravios y en cuanto al resto de los temas de 
la sentencia, remitirse a la de primera instancia, si la considera correcta, sin necesidad de 
transcribirla, en observancia a la tesis de jurisprudencia 1a./J. 40/97, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación, Novena Época, Tomo VI, octubre de 1997, página 224, de rubro: 
"SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN LA APELACIÓN EN MATERIA PENAL." 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
Amparo directo 298/2016. 13 de enero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: José Martín Hernández 
Simental. Secretaria: Rosalba Salazar Luján. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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MEDIDAS PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD PERSONAL O DE PRISIÓN PREVENTIVA 
DECRETADAS POR AUTORIDAD JUDICIAL EN PROCEDIMIENTOS INICIADOS CON 
ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DEL NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL 
ACUSATORIO. SI EL INCULPADO SE ENCUENTRA DETENIDO SUJETO A PRISIÓN 
PREVENTIVA, LA REVISIÓN DE AQUÉLLAS DEBE SOLICITARSE ANTE EL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL QUE TRAMITA EL PROCESO Y NO ANTE EL JUEZ DE AMPARO EN EL 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. 
La Ley de Amparo abrogada, en su artículo 136, antepenúltimo párrafo, establecía que en los casos en que la 
afectación de la libertad personal del quejoso provenga de mandamiento de autoridad judicial del orden penal 
o del Ministerio Público, o de auto de prisión preventiva, el Juez de Distrito -en el incidente de suspensión- 
podía conceder la libertad provisional bajo caución conforme a la fracción I, apartado A, del artículo 20 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma constitucional del 18 
de junio de 2008) y a las leyes federales o locales aplicables al caso, siempre que el Juez o tribunal que 
conozca de la causa respectiva no se haya pronunciado en ésta sobre la libertad provisional de esa persona, 
por no habérsele solicitado; es decir, se facultaba expresamente al Juez de amparo para pronunciarse sobre 
ese tema. Sin embargo, el marco normativo se modificó a partir de las últimas reformas constitucionales y 
legales, adecuándose al sistema de justicia penal acusatorio. Así, el actual artículo 20 constitucional ya no 
prevé el derecho a la libertad provisional bajo caución, aunque sí señala el otorgamiento de medidas 
cautelares distintas a la prisión preventiva. En ese contexto, conforme al artículo quinto transitorio del decreto 
por el que se reforman diversas leyes generales y federales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
17 de junio de 2016, se advierte que el legislador permite someter a revisión -a partir del nuevo marco 
normativo y a solicitud del imputado- las medidas privativas de la libertad personal o de prisión preventiva 
decretadas por autoridad judicial en procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo 
sistema de justicia penal acusatorio, y dispone que el órgano jurisdiccional competente, en términos de los 
artículos 153 a 171 del Código Nacional de Procedimientos Penales, debe dar vista a las partes, para que el 
agente del Ministerio Público investigue y acredite lo conducente y, efectuada la audiencia correspondiente, 
tomando en consideración la evaluación del riesgo, resuelva sobre la imposición, revisión, sustitución, 
modificación o cese, en términos de las reglas de prisión preventiva señaladas en el artículo 19 de la 
Constitución Federal, así como del referido código adjetivo nacional. Luego, la indicada revisión debe llevarse 
a cabo bajo la nueva dinámica del proceso penal acusatorio, en donde lo que se busca es dar vigencia a los 
principios constitucionales de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación. No se trata 
ya de una decisión unilateral del juzgador, como en la libertad provisional bajo caución, limitada a verificar si 
se colman o no los requisitos legales para su procedencia. Es, en realidad, un fallo que tiene que estar 
precedido de un debate entre las partes y un tema que debe ser sometido a un procedimiento de 
contradicción. En ese sentido, cuando el inculpado se encuentra detenido sujeto a prisión preventiva, dicha 
solicitud de revisión debe realizarse ante el Juez natural, único facultado originariamente para proceder en la 
forma indicada. Congruente con lo anterior, en la actual Ley de Amparo ya no se encuentra una disposición 
similar al antepenúltimo párrafo del artículo 136 mencionado, por lo que el Juez de Distrito, bajo este nuevo 
marco normativo, está impedido para desahogar una audiencia de revisión de medidas cautelares. Lo anterior, 
se insiste, porque el pronunciamiento respectivo ya no se sustenta en la simple verificación de requisitos 
preestablecidos, sino en escuchar a las partes en un contradictorio (audiencia) y determinar qué medida 
cautelar es la idónea para el caso concreto; de ahí que esa revisión debe solicitarse ente el órgano 
jurisdiccional que tramita el proceso y no ante el Juez de amparo en el incidente de suspensión. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Incidente de suspensión (revisión) 215/2016. 24 de noviembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 
Miguel Ángel Medécigo Rodríguez. Secretario: Julio César Antonio Rosales. 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. EFECTOS DE SU CONCESIÓN CON MOTIVO DE LA 
INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE POR RAZÓN DE FUERO 
(INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 21/2004). 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia citada, sostuvo que cuando se estime la 
incompetencia por razón de fuero de la autoridad responsable, la concesión del amparo debe ser lisa y llana, en atención a 
los principios non reformatio in peius y non bis in idem. Ahora bien, una nueva reflexión sobre el tema lleva a la Primera 
Sala a apartarse de ese criterio por dos razones fundamentales: la primera consiste en que el Pleno en la tesis aislada P. 
XVI/2013 (10a.), de rubro: "AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. SUS EFECTOS CUANDO SE CONCEDE POR 
INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE FUERO DEL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA.", estableció que la incompetencia por 
razón de fuero del juez de primera instancia que conoció de un proceso penal, no daría lugar a conceder un amparo liso y 
llano, sino a la reposición del procedimiento para que conociera el juez competente, sin que ello transgreda el principio non 
bis in idem; en ese tenor, por lógica del sistema de jurisprudencia establecido en la Ley de Amparo y para salvaguardar la 
certeza jurídica, corresponde a esta Sala interrumpir su jurisprudencia, porque difiere del criterio aislado del Tribunal Pleno, 
que de subsistir, produciría una situación de inseguridad jurídica para el gobernado, en el sentido de identificar cuál de los 
dos criterios es el que debe aplicarse. La segunda consiste en que actualmente la directriz general que establece el criterio 
abandonado no corresponde a las exigencias constitucionales de protección y garantía integral y efectiva del derecho de 
acceso a la justicia contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de la 
evolución del reconocimiento de los derechos fundamentales de la víctima u ofendido del delito en un proceso penal, 
particularmente el resarcimiento de los perjuicios causados con motivo de su comisión a través de la reparación del daño, lo 
que acontece como resultado de su conclusión con el dictado de la sentencia respectiva, y hace incompatible que los 
efectos en amparo penal en que se conceda la protección constitucional con motivo de la incompetencia por razón de fuero 
del tribunal responsable, sean los del denominado amparo liso y llano, pues actuar en ese sentido haría nugatorios los 
derechos fundamentales de la víctima u ofendido previstos en el artículo 20, apartado C, de la Constitución Federal ya que, 
por una parte, no tendrían la oportunidad de intervenir en la secuela del proceso, ni conocer la verdad de lo ocurrido y 
menos aún obtener la reparación del daño con motivo de la emisión de una sentencia. De ahí que la eventual concesión del 
amparo tiene como efectos que la autoridad responsable incompetente deje insubsistente el acto reclamado, emita una 
nueva resolución en la que revoque la sentencia de primer grado y ordene al juzgador de primera instancia reponer el 
procedimiento a partir del auto de formal prisión en el que se declara incompetente para conocer de la causa penal en 
cuestión, debiendo remitir de inmediato las constancias al juez competente, quien en su carácter de autoridad responsable 
sustituta, una vez que asuma su competencia, dentro del plazo establecido en el artículo 19 constitucional, debe dejar 
insubsistente el auto de plazo constitucional y, con plenitud de jurisdicción, resolver la situación jurídica del justiciable. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 16/2016. Instituto Mexicano del Seguro Social. 19 de octubre de 2016. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleimán Meraz Ortiz. 
 
Nota: Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación, y 
en virtud de que interrumpe el criterio contenido en la diversa 1a./J. 21/2004, de rubro: "AMPARO DIRECTO EN MATERIA 
PENAL. EFECTOS DE LA RESOLUCIÓN EN QUE SE CONCEDE CUANDO EL TRIBUNAL RESPONSABLE QUE EMITE 
LA SENTENCIA RECLAMADA ES INCOMPETENTE POR RAZÓN DE FUERO.", que aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, julio de 2004, página 26, esta última dejó de considerarse 
de aplicación obligatoria a partir del miércoles 22 de marzo de 2017. 
La tesis aislada P. XVI/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XVIII, Tomo 1, marzo de 2013, página 358. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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PRIVACIÓN ILEGAL DE LA LIBERTAD (SECUESTRO), REGULADO EN LA LEY GENERAL 
PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, 
REGLAMENTARIA DE LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. EN RELACIÓN CON ASPECTOS 
SUSTANTIVOS DE ESTE DELITO NO PREVISTOS EN DICHA LEY ESPECIAL, LOS JUECES 
DEL FUERO COMÚN NO DEBEN APLICAR LOS CÓDIGOS PENALES LOCALES, SINO LO 
ESTABLECIDO EN EL LIBRO PRIMERO DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL (LEGISLACIÓN 
VIGENTE HASTA EL 17 DE JUNIO DE 2016). 
 
El 4 de mayo de 2009 se reformó la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y se otorgaron facultades al Congreso de la Unión para que expidiera una ley de carácter 
general en materia de secuestro, en la que se establecieran como mínimo, los tipos penales y sus sanciones, 
la distribución de competencias y las formas de coordinación entre la Federación, el Distrito Federal -hoy 
Ciudad de México-, los Estados y Municipios. Luego, en ejercicio de dichas facultades, se emitió la Ley 
General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del 
Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, normatividad que además de 
delimitar los delitos y las sanciones en dicha materia, estableció ámbitos de validez diferenciados donde las 
autoridades del fuero común deben investigar, perseguir y sancionar aquellos ilícitos que no sean del 
conocimiento de la Federación; en consonancia, el artículo 2, párrafo primero, de la referida legislación 
general, vigente hasta el 17 de junio de 2016, dispone que para la investigación, persecución, sanción y todo 
lo referente al procedimiento serán aplicables el Código Penal Federal, el Código Federal de Procedimientos 
Penales, la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada y los códigos de procedimientos penales de los 
Estados. En ese orden de ideas, las autoridades locales convocadas a conocer de dicha clase de ilícitos 
deberán aplicar únicamente los cuerpos normativos que permite esa ley general; consecuentemente, en 
relación con los aspectos sustantivos no previstos en ésta, como las formas de comisión, participación, 
causas de exclusión del delito, individualización de las penas, concesión de sustitutivos y suspensión de 
derechos, entre otros, los Jueces del fuero común no deben aplicar los Códigos Penales locales, sino en 
estricto cumplimiento al principio de legalidad, de forma supletoria, lo previsto en el Libro Primero del Código 
Penal Federal pues, debido al carácter especial de la indicada ley reglamentaria, no permite a la autoridad 
judicial la aplicación de la legislación penal sustantiva local. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 341/2015. 25 de agosto de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Ojeda Bohórquez. 
Secretaria: Karina María Refugio Hernández Torres. 
Amparo directo 46/2016. 1 de septiembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Manuel Román 
Franco. Secretaria: Livia Jacqueline García Bello. 
 
Amparo directo 87/2016. 1 de septiembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Manuel Román 
Franco. Secretario: José Manuel del Río Sánchez. 
Amparo directo 174/2016. 8 de septiembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Manuel Román 
Franco. Secretaria: Livia Jacqueline García Bello. 
Amparo directo 178/2016. 8 de septiembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Medécigo 
Rodríguez. Secretario: Fredy Emmanuel Ayala Torres. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de marzo de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de marzo de 2017, para los 
efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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PRISIÓN PREVENTIVA. FACTORES A CONSIDERAR PARA EL ANÁLISIS DE LA 
RAZONABILIDAD PARA LA PROLONGACIÓN DEL PLAZO PREVISTO EN LA FRACCIÓN VIII, 
DEL APARTADO A, DEL ARTÍCULO 20 CONSTITUCIONAL. 
En el juicio de amparo en revisión 27/2012, que dio lugar a la tesis 1a. CXXXVII/2012 (10a.) de rubro: 
"PRISIÓN PREVENTIVA. FORMA DE PONDERAR EL PLAZO RAZONABLE DE SU DURACIÓN.", esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abordó la temática del plazo razonable para 
justificar la prolongación de la prisión preventiva. Sin embargo, con motivo de lo resuelto por el Tribunal Pleno 
en la contradicción de tesis 293/2011, toda vez que existe una interrelación material entre las normas 
constitucionales y las de los tratados internacionales ratificados por México que reconocen derechos humanos 
y dado que la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos es vinculante para 
esta Suprema Corte, siempre y cuando sea más favorable para la persona, criterio que se refleja en la tesis 
P./J. 21/2014 (10a.), de rubro: "JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. ES VINCULANTE PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEA MÁS 
FAVORABLE A LA PERSONA.", resulta necesario hacer algunas acotaciones y diferenciaciones al criterio 
resultante de tal amparo en revisión a la luz de los nuevos lineamientos interamericanos. Por lo tanto, cuando 
en el transcurso de un proceso penal una persona solicite su libertad al estimar que se ha actualizado un 
plazo irrazonable para ser juzgada y, por ende, no se justifica la prolongación de su prisión preventiva, con 
fundamento en los artículos 7.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 9.3 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el juzgador competente deberá de tomar en cuenta y valorar lo 
siguiente: a) el artículo 20, Apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, con el texto vigente antes de su modificación el 18 de junio de 2008, no establece un plazo 
perentorio para la prisión preventiva, sino que señala un rango de tiempo máximo del proceso penal cuyo 
cumplimiento dependerá de las circunstancias del caso y del respeto y protección del derecho de defensa del 
inculpado; y b) consecuentemente, para determinar si se ha transgredido un plazo razonable para que una 
persona sea juzgada y, con ello, sea viable o no prolongar la prisión preventiva, el juzgador tendrá que 
analizar la: i) complejidad del caso; ii) la actividad procesal del interesado; y, iii) la conducta de la autoridad 
judicial y de otras que incidan en el proceso. Aunado a lo anterior, para no pasar por alto la preocupación que 
refleja el Poder Constituyente al establecer en la fracción I del apartado A, del citado artículo 20 constitucional, 
ciertos requisitos para que se pueda interrumpir la prisión preventiva durante el proceso del orden penal, el 
juzgador tiene la facultad para analizar excepcional y sucesivamente los elementos recién citados de 
complejidad y actividad procesal; si es necesaria la prolongación de la prisión preventiva con el fin de que el 
inculpado no eluda la acción de la justicia y se desarrolle de manera eficiente la investigación y, en su caso, si 
se encuentra acreditada o hay indicios suficientes sobre la existencia de causas externas que trasciendan en 
el proceso, tales como el peligro o la viabilidad de presión a testigos o víctimas o la sujeción del inculpado a 
otro proceso penal. Para ello, el juez correspondiente deberá hacer un análisis holístico de las circunstancias 
jurídicas y fácticas que rodean al proceso, aludiendo a criterios de necesidad y proporcionalidad y pudiendo 
tomar en cuenta la naturaleza del delito que se imputa, pero sin que ese único factor y sólo por ese elemento 
se decida prolongar la prisión preventiva. 
PRIMERA SALA 
Amparo en revisión 205/2014. 18 de marzo de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez. 
Nota: Las tesis aislada y de jurisprudencia 1a. CXXXVII/2012 (10a.) y P./J. 21/2014 (10a.) citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 1, agosto 
de 2012, página 492, así como en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de abril de 2014 a las 
9:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo I, abril de 
2014, página 204, respectivamente.  
Esta tesis se publicó el viernes 24 de marzo de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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PRISIÓN PREVENTIVA. DIFERENCIAS ENTRE SU JUSTIFICACIÓN INICIAL Y LA 
AUTORIZACIÓN DE SEGUIR EL PROCESO EN LIBERTAD POR LA IRRAZONABILIDAD DEL 
TIEMPO TRANSCURRIDO EN EL JUICIO SIN QUE SE HUBIERE DICTADO SENTENCIA 
DEFINITIVA. 
 
Los artículos 16, 18, 19 y 20, Apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, con el texto vigente antes de su modificación el 18 de junio de 2008, prevén 
que una vez que una persona es puesta a disposición ante la autoridad judicial como consecuencia 
de una orden de aprehensión, el juez deberá dictar auto de plazo constitucional en el que decrete 
la libertad del inculpado, la sujeción a proceso o bien, la formal prisión. Ante tal situación, se 
establece que un inculpado "será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena 
máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, 
salvo que solicite mayor plazo para su defensa". En ese contexto, ante la interrelación material de 
las normas constitucionales y convencionales, los citados preceptos deben analizarse 
armónicamente con los artículos 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; XXV de 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como 7 y 8 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. De la interpretación sistemática de estas 
normas, se desprende que si bien el ordenamiento constitucional autoriza la prisión preventiva en 
ciertos supuestos, también mandata que el proceso penal en contra de una persona a la que se 
sometió a esta medida cautelar se lleve a cabo en un plazo razonable pues, si ello no se cumple, 
en realidad se estaría imponiendo una pena anticipada en franca vulneración al principio de 
presunción de inocencia. Así, aunque son conceptos interrelacionados, no debe confundirse la 
prisión preventiva y su justificación, con el alcance del derecho a la libertad personal consistente en 
que se autorice a una persona a seguir el proceso en libertad por la irrazonabilidad del tiempo 
transcurrido en su juicio sin dictársele sentencia definitiva, que equivaldría a la justificación de su 
prolongación. Mientras que en la justificación inicial de la prisión preventiva, el juez no tiene 
mayores elementos que los aportados por el Ministerio Público; en la justificación de la 
prolongación de la prisión preventiva por la actualización de un plazo razonable en el juicio, el 
juzgador cuenta con otros elementos que le permiten valorar si es necesario o no continuar con 
dicha medida cautelar. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 205/2014. 18 de marzo de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de marzo de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 


